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SECCION'DOCTRINA.L.
Derecho penal. •
Legislacion penal en materia de montes.
No tiene este artículo por objeto ha­
cer la historia completa de la legisla­
cion penal, que ha regido este ramo;
propónese únicamente examinar las
Reales ordenes circulares de 5 de N0-
viembre y de 26 de Junio último, en
sus relaciones con la justicia y con la
conveniencia social.
Es cierto que estas Reales órdenes al
declarar vigente la parte penal de la
Ordenanza de montes, no han hecho
una alteracion en las leyes, pero sí
que ban alterado la práctica de los tri­
bunales, que venían juzgando los da­
ños y demás deli tos causados en aque­
Ilos con arreglo al Código penal vi­
gente.
En el terreno práctico. en el terre­
no de ejecucion en el que reciben su
vida las cl isposiciones, sí que se ha he­
cho una verdadera reforma; una pro­
funda alteracion mas trascendental de
lo que á primera vista parece.
¿Era necesaria esta reforma? ¿Es jus­
ta? ¿Es beneûciosa? ¿Es de clara y pre­
cisa aplicacion? En estas cuatro pre­
guntas está encerraJo todo nuestro
pensamiento, que procuraremos des­
envolver lo mas brevemente qne nos
sea posible, y sin que los estrechos
límites de que disponemos, perjudi­
quen la claridad.
Desde la publicacion del Código pe­
nal. todos consideraron abrogadas por
este las citadas Qrdenanzas, y no te­
nemos noticia de que Tribunal alguno
aplicara desde entonces las penas de­
signadas en las mismas.
El descuido por una parte, y por
otra la codicia y la mala fe, se habían
cebado en los montes públicos, y tal
vez la conveniencia determinó la.acep­
tacion unánime de las disposiciones
del Código, que mas duras que las de
Ordenanza, determinaban una reac­
cion, conforme con la conciencia pú­
blica.
Sin meternos en averiguar ahora si
había motivos mas ó menos justos,
para considerar derogadas ó vigentes
dichas ordenanzas, consignamos, que
de hecho no lo estuvieron desde la
publicacion del Código hasta la de Jas
citadas Reales órdenes, á vista y pa­
ciencia de todos los Gobiernos, que
desde entonces se han sucedido.
No es, sin embargo, esta suficiente
razon para criticar al presente. Tal vez
los legisladores de 184.8 6 no pensaron




aplicasen á los montes, ó no acertaron
á sobreponerse en este punto á s
nobl s pasiones, alentadas por los he­
chos escandalosos que en los mismos
se ejecutaban: sea lo que fuere de esto,
aparece fuera de toda duda que las dis-
.¡>osicionesgenerales sobre hurtos, apli­
cadas á las sustracciones de los pro­
duetos de los montes, son sobradamen­
te rigurosas.
Dar el dictado de ladron al pobre
que siguiendo antiguos, aunque abu­
sivos hábitos, sustrae una carga de
leña, de tan escaso valor en donde
abunda, que es necesario espresarlo
por céntimos, tener á este infeliz en
prision mientras la causa, aplicarle la
pena de arresto mayor á prision cor­
reccional en su grado mínimo , conde­
narle al pago de las costas y gastos del
juicio y al apremio personal corres­
pendiente por estos y la indemniza­
cion; en el caso de insolvencia, es una
, dureza, que solo podria aplaudir la
filosofía estoica, ó la escuela utilita­
ria.
Las penas del Código en este caso son
desproporcionadas, y sobre este defec­
to, tenían el de llevar la ruina á la
familia del delincuente consumiendo
su, escasa fortuna; lanzándole á él Y á
los suyos en la miseria, y en el des­
concepto público, que en vez de pre­
parar su correccion moral, les coloca­
ba en una pendiente resbaladiza y
peligrosa.
La reforma del Código asi en este
punto como en otros, se hace cada dia
mas necesaria, y las Reales 6rdenes de
que vamos tratando hubieran sido tal
vez escusadas por la opinion, si hubie­
sen ocurrido á esa 'necesidad, siquiera
no fuese mas que en los actos cri­
minales cometidos en toda clase de
montes.
Pero no ha sucedido desgraciada­
mente de este modo, Esas Reales 6r­
denes declarando vigente la Ordenan ..
za de montes en su parte penal, y solo
relativamente á los del Estado, los de
las provincias, los de los municipios ó
corporaciones de carácter público, han
comenzado por imputar errores á los
Tribunales de justicia, que no han de
favorecee su altísimo concepto, y sin
reparar las consecuencias reparables
de esos errores, han concluido por ha­
cer pública la injusticia de nuestras
leyes, destruyendo la igualdad de san­
cion entre hechos completamente idén­
ticos.
Declarar que está vigente una Iej,
es lo mismo que decir, que ha debido
constantemente ser cumplida, y cuan­
do durante un largo periodo de tiem-
.
po los Tribunales han aplicado otra
que disponia mayores penas, no se
comprende c6mo á esas Reales órdenes
no acompaño el indulto de todos los
penados, que por delitos cometidos en
los montes, estuviesen sufriendo con ....
dena.
No hubiera esta medida completado
la r�paracion de los perjuicios que las
citadas Reales órdenes publican; pero
al menos este hubiera sido un paso e11
el camino de la equidad. que si no en
mucho, hubiese mitigado en algo el
mal efecto producido por dichas dos
disposiciones.
¡Pero 6jala se limitase á esto solo! .
Hoy un mismo hecho; un acto que
perjudica el mismo derecho .. que recae
sobre propiedades de igual naturaleza,
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y sobre productos naturales, también
iguales en cantidad, calidad y valor,
�erá penado por leyes distintas, y con
diversas penas. ¿Se ha sustraido una
carga de leña de un monte público por
valor de 20 cénts.? pena de 10 á 40 rs.
de multa, art. 145 de la ordenanza.
¿Se ha cometido un hecho igual en
otro monte de dominio privado? Pues
se formará causa, el reo estará preso
durante el procedimiento, y será con­
denado á la pena de arresto mayor 6 á
Ia de prision correccional en su grado
mínimo, al pago de costas y gastos é
îndemnizacion , y por insolvencía al
apremio personal que corresponda. El
dañador de los montes públicos será
condenado por una sim ple contraven­
cion de ordenanza; el que hubiera da­
ñado Jos montes particulates, será pe­
nado corno ladron.
Al primero le recibirá en su seno la
sociedad como si no hubiera salido de
su estado de inocencia: al segundo le
repelerá como se repele al sentenciado
por un delito feo.
¿Y por qué todas estas notabilísimas
diferencias en la penalidad? Porq ue el
uno atacó el derecho de propiedad en
un monte público y el otro el derecho
de propiedad en un monte privado; así
como si la diferencia entre los dueños
pudiera alterar la esencia de la cosa.
Si las disposiciones de la ordena.nza
son justas porque establecen penas
proporcionadas, las del C6digo no lo
S03, y si estas pueden sostenerse como
arregladas, aquellas deben rechazarse.
Esta es la conclusion indeclinable á
que nos conducen las an teriores pre­
misas, á menos que no quiera soste­
nerse, y se pruebe que hay una dife-
I
reneia entre la propiedad corporativa y
la particular, que permite y justifica
la desproporción entre las penas que
dejamos espresadas.
Nosotros no encontramos esa dife­
rencia bien ánuestro pesar, porque
creemos que es profundamente tras­
cendental así en el terreno de la mo­
ral pública, como en el de la pública
conveniencia.
El interés se ha dicho por algunos,
que es el único m6vil de las acciones
( humanas: Nosotros rechazamos este
principio del egoismo : pero tratándo­
se de actos que determina la codicia,
es racional admitirlo. El que toma lo
ageno se mueve única y esclusivamen;
te por interés.
.
Pues el interés llevará de hoy mas'
los ataques de los criminales sobre los
montes públicos, puesto que á menor
riesgo pueden obtener igual lucro;
contra los montes públicos cuya ad­
ministracion ni puede ser tan celosa
ni tan activa como la adminístracíon­
particular, concurrirán todos los que
quieran utilizar los productos de esa
clase de propiedad, siguiendo un pru­
denté cálculo.
Las Reales 6rdenes de 3 de Noviem­
bre y 26 de Junio producirán necesa­
riamente la destrucción dg esos mon­
tes, si continúan rigiendo mucho
tiempo; porque en la diferencia de pe­
nalidad establecida han puesto un re-
"clamo que llama la devastación sobre
aquellas propiedades.
Hubiérase comprendido que dentro
de los límites de la justicia, se hubie­
ran protegido con alguna mas eficacia
los montes públicosque los particula­
res: su desventajosa administracíon
•
para otro, que procuraremos publicar
en el número siguiente.
(Se concluirá.)
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TRIBUl\l1\L SUPREMO DE JUSTICIA·
Tenemos el gusto de reproducír el siguiente
dictámen dado por nuestro paisano el señor
D. Antonio. Corzo, Fiscal del Tribunal Supre­
mo de Justicia.
DICTÁMEN FISCAL SOBRE UNA CUESTION DE RESPONsJ.BI­
LIDAD JUDICIAL.
El fiscal dice: (principia tratando de un in­
cidente del caso práctico, que no es de interés
general. )
Pero no 'puede dar por concluido el presente
escrito sin hacerse cargo de las nuevas consi­
deraciones que, aprovechando la coyuntura de
la esplicacion que se le pidió sobre el inci­
dente del desglose del testimonio, ha alegado
últimamente la parte de B .... sobre el fondo
de su recurso.
Segun él, los magistrados de la Sala segun­
da de la Audiencia de...... son doblemente
responsables en la esfera criminal por las dos
sentencias de que queda hecho mérito; respon­
sables de Ia de 2 de Junio de 1858, con arre­
glo al art_. 269 párrafo 2.
o del Código; res­
ponsables de la de 17 de Octubre de 1857, con
arreglo al párrafo 2.0 del art. 480.
La primera de estas imputaciones estriba
en una: base falsa. La malicia, el á sabiendas
que requiere el art. 269 del Código en la sen­
tencia manifiestamente injusta, lo deduce B .. ó
de que la Sala al dictar su fallo de 2 de Junio
de 1858 sabia ya por la declaracion de V. Al,
recaída en otro caso igual, que no era aquello
lo justo. Pero ya hemos hecho notar arriba
que no consta lo supiese, y hemos visto ade­
más que, aunque supiese Ia doctrina de V. A.,
no era hora de observarla en un negocio eje­
cutoriado, y cuando solo se trataba de cum­
plir aquella ejecutoria conforme á su significa-
;
hubiera esplicado al buen sentido esa
diferencia, que nosotros, á pesar de
todo no hubiéramos aplaudido, pero lo
que no acertamosá esplicarnos, que se
proteja menos al mas desamparado.
Esto, perd6nennos, es imprevisor, y
de notoria inconveniencia.
Resultado: que las Reales órdenes ci­
tadas han quebrado la igualdad de
sancion entre hechos idénticos, con
perjuicios notables para la justicia y
Ia conveniencia pública: que esta re­
forma ha sido inoportuna, incompleta
aun dentrodel círculo que se ha pro­
puesto, y no equitativa dentro de ese
mismo circulo. ni favorable al presti­
gio de la verdad legal, que tanto con­
viene proteger y consolidar. .
Nosotros veríamos desaparecer con
gusto dichas Reales disposiciones, 6
aparecer otras que declaren vigentes
las ordenanzas en su parte penal, res­
pecto á todas las contravenciones y
delitos cometidos en los montes pJbli­
cos y privados, que ellas sancionan.
No estaría esto exento de inconve­
Dientes, pero restableceria la igual­
dad de sane ion reparando perjuicios
de importancia.
, Si se estendieran esas disposiciones
en la forma referida, y se indultara á
los que hoy estingan condena por esa
clase de hechos, creemos que se mejo­
raria notablemente esta materia; y ya
que no puede deshacerse lo hecho, es­
peramos confiadamente que se fije la
atencion sobre dichas Reales órdenes,
y se mejoren del modo que sea posible.
Fáltanos contestar la última pre­
gunta que al principio nos hicimos;
pero esto daria demasiada estension al
presente artículo, y la reservamos
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cion genuina y real. La Sala sucumbia en esto
á una necesidad legal, á una especie de fuerza
. mayor: poemas que comprendiese entonces la
injusticia de la ejecutoria, no tenia libertad
para alterarla, y sin libertad de accion no hay
delito posible.
En cuanto á la ejecutoria misma se ha sus­
citado una cuestion tan nueva como grave.
Tal es la de si tieIfen aplicacion al magis­
trado que falla con injustz'cia notoria las pres­
cripciones del art. 480 del Código penal.
B ...... sostiene la afirmativa, y se funda en
que la injusticia notoria, evidente, arguye ó
prevaricacion ó negligencia, ó la imprudencia
de juzgar sin los conocimientos necesarios, de
juzgar el magistrado, á pesar de su profunda
? supina ignorancia, casos todos que imponen
responsabilidad con arreglo al art. 480, pár­
rafo 2.° del Código.
Para convencerse desde luego de que los
'errores judiciales no caen bajo las sanciones
de ese párrafo, bastará observar que en él solo
se habla del qu� con infraccion de los regla­
mentes cometiese un delito por simple impru­
dencia ó negligencia. ¿Qué reglamento infrin­
ge el juez que fallando con error comete una
injusticia? El Códido alude aquí á los actos de
imprudencia ó negligencia que principian por
constituir una falta de policía, y es obvio que
no puede confundirse con semejante órden de
hechos la sentencia de un pleito, siquiera se
haya dado contra derecho por equivocacion ó
ignorancia.
Pero generalicemos un poco mas las ideas,
que bien lo merece la importancia de la ma­
teria.
Sea olvido-que no parece verosimil,-sea
creencia de que en sanos principios el fallo
injusto, que solo adolezca de error, no puede
imponer mas responsabilidad que la civil de
indemnizacion, yeso no en todos los casos, lo
cierto es que nuestra àctual Iegislacion no lo
ha erigido en acto punible.
¿Disponia otra cosa el antiguo derecho? Asi
lo indica B ...... ; pero tambien es menester
rectificar en este punto sus opiniones.
Los romanos conocieron el cuasi delito ju­
dicù litem suam [acienus , equivalente al de
judgar torticeramente por necedad ó por non
entender el derecho, de que hablan nuestras
Partidas. Pero una y otra ley se amoldaban á
una organizacion judicial en que la potestad
de juzgar no residia esclusivamente, como re­
side hoy con leves escepciones, en magistrados
jurisperitos. No habia magistratura civil que
no pudiera confiarse-y esto es lo que ordina­
riamente sucedia-á personas legas, las cua­
les podian por lo mísmo , y aun debian valerse
de asesores para admínistrar con acierto Ia
justicia. Kra entonces grave imprudencia de­
cidir una cuestion juridica sin consejo de ase­
sor ó contra su dictámen; era esponerse vo­
luntariamente á errar en daño de una de las
partes, y por eso la ley estimaba culpable
quasi ex maleficio al que erraba con efecto.
El cuasi-delito no consistia precisamente en el
error, sino en el hecho de lanzarse á juzgar
sin conocimiento de las leyes. Eo (casu); ju­
dex reus est, quia litem suam [ecit, dum af- •
fectavit officium judz'cis, quum jus ignoret,
nec prudentiores consului: ..
A pesar del cambio de los tiempos y de las
instituciones, nuestro Código penal de 1822,
mas severo en esta parte que las leyes roma­
nas y de Partida, castigaba con suspension y
apercibimiento al Juez letrado de derecho de
cualquier clase que por falta de instruccion ó
descuido fallase contra la ley espresa, ó pro­
cediese contra ella, ya haciendo lo que prohi­
bia, ya dejando de hacer lo que ordenaba (ar­
ticulo 515). Pero el Código de 1822, en su
fugaz dominacion, apenas pudo dejar huellas
de tales innovaciones.
¿Las ha prohijado el de 1848? Ya ha dicho
el fiscal que no, y apoya su dictámen en que
no convienen al caso de que se trata ni el al' ...
tíoulo 269 y siguientes del Código que versan
sobre la prevaricacion, ni el 315 que alude en
términos genéricos á abusos no previstos es­
pecialmente en otros articulos, ni e1480, aquí
invocado por B ... que contiene sanciones con...
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tra ciertos actos de imprudenoia ó negligen­
eia,
No los 269 y siguientes, porque ellos parten
del supuesto de la malicia, y no puede haberla
en el mero error; ellos se refieren á las injus­
ticias deliberadas, y las de que nos ocupamos
ahora se cometen involuntariamente.
No el 315, porque desde el momento en que
la ley entrega un hecho al criterio del Juez
para que este lo califique ó no de abuso, la
calificacion debe sujetarse á las reglas funda­
mentales de la ley misma, inspiradas por la
razon y por las máximas uníversales de la jus­
ticia: y la justicia y el buen sentido deciden de
consuno que en el mal que se causa por sim­
ple error, es decir, sin saberlo ni entenderlo,
sin voluntad de infringir un deber, no hay
abuso ni puede haberlo, en tanto que al abuso
se pretendan asignar, como lo hace el artícu­
lo 313, las, condiciones intrínsecas, los carac­
téres propios y todas las naturales consecuen­
cias de un verdadero delito, tal como lo consi­
deran los primeros artículos del Código.
No, en fin, el art. 480, porque la impru­
dencia y negligencia, causas productoras de
los hechos que en él se penan, no son Ia ne­
cedad, no son la ignorancia que puede indu­
cir á error en los fallos judiciales; son cosa.
distinta de esta, á la cual ó bien ,no llegan ó
bien sobrepujan, segun el lado por donde se
las mire.
I
Son menos como fenómeno intelectual, en
cuanto lo mismo la imprudencia que la negli­
gencia suponen cierta dosis de razon y de cor­
dura de que se ha prescindido en un momen­
�o de abandono, de impremeditacion ó de
ligereza. Son mas; como fenómeno moral, en
cuanto por eso mismo el que pecó de impru­
denté ó negligente contaba para evitar el mal
de, sus estra vios con elementos de que el necio
ó ignorante carece. El ignorante ó necio que
desatina, ora inofensiva, ora dañosamente,
obra de un modo análogo al estado de su inte­
lígencia , que tiene algo de normal y aun de
inocente en el fondo; el imprudente ó negli-
gente se ha colocado en una situacîon escep ..
cional y culpable. Por eso el Código le decreta
con harta justicia un castigo.
, Ni se diga que la imprudencia puede 'consis­
tir en haberse puesto á administrar justicia
sin saber el derecho, ó careciendo de la nece­
saria sindéresis para aplicarlo. Porque la acu­
sacian entonces habia de remontarse á la in­
vestidura misma del juez, hecho sumamente
complejo, y de dificilísima, por no decir im­
posible, apreciacion jurídica. A la par que el
incapáz que solicitó ó aceptó indebidamente un
cargo judicial, podrian ser residenciados el go­
bierno que le nombró y los que antes le ha­
bian declarado jurisperito en un titulo acadé­
mico. Habria que entrar luego en otras cues­
tiones tan sutiles como la de si el necio ó ig­
norante es competente para conocerse y califi­
carse á sí propio. Por último, una tan lejana
derivacion de culpa, nos conduciria á admitir
el delito de las imprudencias remotas, cuando
el Código parece haberse limitado á las que
son causa próxima del mal, esto es, á las que
determinan inmediatamente un hecho que,
ejecutado con malicia, constituiria delito.
No nos cansemos: las sentencias erróneas
están fuera del alcance del art. 480 de Código.
No dirá el fiscal que el juez pueda siempre
errar irresponsablemente; esta es otra cues­
tian que en principio viene resuelta por el ar­
tículo 70 de la Constitucion del Estado: los
jueces son responsables personalmente de
toda infracción de ley que cometan. Pero su
responsabilidad puede ser tarnbien en algun
caso meramente civil, y esta y no otra hubie­
ron de creer los autores del Código que seria
la exigible en ciertas circunstancias por los
fallos injustos dictados sin malicia; de otra
suerte, no hubieran dejado de penados como
delitos.
Por lo dernás , ni es un recurso de mera
responsabilidad civil el que introduce B .....
contra los magistrados de..... al proponer se
les forme causa; ni aunque tal recurso huhíe­
se introdncido se podría acceder hoy á sus de...
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seos, cuando no hay ley que determine en qué
casos puede dicha responsabilidad exigirse, ni
hasta qué punto, ni ante qué tribunal, ni
bajo qué formas y garantías; estremos todos
de grande interés que habrán de resolverse
con maduro acuerdo el día que se satisfaga la
necesidad de una buena ley de responsahílidad
judicial.
, Por ello el fiscal concluye reproduciendo lo
propuesto en el dictámen de 1.0 de Mayo de
f86t; V. A., sin embargo, resolverá como
crea mas procedente y justo.




REFORMA DE LA CASACION.
(CONTlNUACION. )
y dentro del término improrogable de
dos meses, contados desde el dia en ,que se
haya verificado la entrega de dicha copia,
se interpondrá el recurso de casación en la
Sala de prévio exámen, con direccion de
letrado, por medio de un escrito, en que
se éspongan clara y sucintamente las razo­
nes y fundamentos del recurso) citando
determinadamente la ley ó doctrina legal
admitida por la jurisprudencia de los tri­
bunales, que se repu ten infringidas por la
ejecutoria, y en su caso la omision ó falta
del procedimiento, si se fundan en alguna
de las causas del art. '1.015 de la L'y de
enjuiciamiento civil. Con esto' escrito se
presentarán precisamente la copia del apun­
tamiento y de las sentencias de primera y
segunda instancia, y además el documento
que acredite la constitución de) depósito en
la caja general de depósitos de Madrid,
cuando proceda, ó la caucion en su caso,
con arreglo a ]0 que prescriben los artícu­
los 1,028, 1,029 Y'1 ,032 da la ley citada.
Tal es el procedimiento que, en mi con­
cepto, podria adoptarse con ventaja para
interponer los recursos de casación. Con el
plazo de dos meses tendrá Ia parte que haya
perdido el pleito el tiempo necesario para
consultar y deliberar con calma y sin la es­
citación que produce en Jos primeros mo­
mentos un fallo desfavorable, si le convie­
ne interponer el recurso. Ese término pu­
diera reducirse á la mitad para los nego­
cios de jurisdiccion voluntaria , interdictos
y demás que se reputan urgentes, y am­
pliarlo convenientemente para Jos recursos
procedentes de Jas Audiencias de Ultramar.
Tres meses se conceden en Francia para
los asuntos ordinarios, El corto término de
diez dias, que fija la ley de enjuiciamiento
civil, está reconocido por la generalidad
como insuficiente, y á ello es debido sin
duda el considerable número de recursos
en que se separa el recurrente, ó se decla­
ran desiertos por no haber comparecido.
A 67 han ascendido en la Saja primera en
cada uno de los dos últ mos años, de suer­
te que están en la proporcion de un 20 por
100 próximamente respecto de Jos ingre­
sados. Es probable que no se hubieran in­
terpuesto esos recursos, ó la mayor parte
de ellos, si los recurrentes hubiesen tenido
tiempo para consultar y deliberar con re···
flexion.
Respecto de los recursos en sustanciación.
al publicarse la ley, que se pasen á la Sala
de caliíicacion , pudiera concederse el tér­
mino de veinte dias para presentar el re­
currente una memoria ampliativa , y citar
en los que versen sobre el fondo nuevas
leyes como infringidas: esto último, en el,
caso de que no se hubiese llegado al pe­
ríodo que marca el art. 1,049 de la ley de
enjuiciamiento civil � pues si devolvió los
autos el recurrente, instruido de ellos, sin
hacer uso de este derecho, no seria justó
permitirlo despues su ejercicio. Me parece
inconveniente la amplitud que sobre este
punto concede el art. 11 del proyecto cuya
referencia al art. 4. o está sin duda equivo­
cada: debe ser al 5.,0 Y en cuanto á los que
se hallan sin curso por no haberse perso­
nado ninguna de las partes, si no compa­
recen dentro de tres meses, debieran de­
clararse desiertos, prévia la acusación de
rebeldía por el minister io fiscal, como se
determina en el art. 14 del mismo proye -
to de ley. ,
en el procedimiento. En tal caso, el nom­
bramiento de ponente deberia hacerse al
pasarle los autos para instruccion, despues
de devueltos por el Ministerio fiscal. ,
La regla 2.
at
no se espresa con toda pre­
cision al decir que « no se dará audiencia á
las partes,» puesto que al propio tiempo
dispone que estas podrán presentar una
nota sucinta sobre la cuestion objeto del
recurso, concediéndoles por la regla 4.
at
para este objeto el término de quince dias,
que podrá prorogarse hasta veinte. Y co­
mo en las reglas siguientes se ordena que
se unan á los autos estas notas, y se dé
cuenta de ellas á la Sala, es evidente que
por este medio se da audiencia á las partes.
Parece, por tanto, que con las palabras
subrayadas quiere significarse que no se
comunicarán los autos. Si este es el pensa­
miento, convendria espresarlo con clari­
dad para evitar dudas.
Como no se dice que esas notas vayan
autorizadas con firma de letrado, es de su­
poner que no necesitarán de este requisito.
Aunque esto fuese admisible para la gene­
ralidad de los casos, no puede serlo para
cuando hayan de citarse nuevas leyes ó
doctrinas infringidas (regla 5. at). Entonces
es indispensable la firma de letrado para
que sirva de garantía á la exactitud de las
nuevas citas, y para evitar el abU60 á que
se prestaria esa ámplia facultad, concedida
sin restriccion á ]05 litigantes. Si hoy. con
dicha garantía, se citan con frecuencia le­
yes inconducentes ó inaplicables al caso, y
doctrinas, que no tienen el carácter de lega­
les, ¿cuál no será el abuso si el recurrente
puede citar por sí mismo todas las leyes
que gustf'? Esto, además, embarazaria no­
tablemente el despacho, puesto que la Sala
tiene precision de examinar, para dictar su
fallo, cuantas leyes y doctrinas sean cita­
das como infringidas. Tan amplia facultad
forma singilar contraste con la necesidad,
que se hace mas imperiosa cada dia, de
crear un . Colegio de' Abogados especial
para el Tribunal de C:1�,acion, segun se
halla establecido en Francia. Estos letra­
dos, con su práctica especial, serian ausi­
liares poderosos para facilitar el despacho
de los recursos, y mas aun si se les deela­
rase s jetos á demostracion desfavorable, ó





Procedimiento en la S'ala de calificacion.-Fórmula y término
para sus fallos.-Modo de constituirse dicha Sala, y de su­
plir en las tres á los presidentes y ministros.
El art. 5.0 del proyecto de ley establece
los trámites y reglas que ha de observar la
Sala de prévio exámen para constituirse,
sustanciar y calificar los recursos. Téngase
presente, que en el proyecto se parte del
supuesto de que el recurso ha de háber
sido interpuesto ante el tribunal sentencia­
dor, y admitido por el mismo; si se acep­
tase como mas conveniente la reforma que
antes he indicado, de interponer el recurso
directamente antela misma Sala de califica­
cion, esas reglas, en cuanto al procedi­
miento, tendrian que modificarse en el
sentido que luego espondré. Diré, sin em­
bargo, lo que me parece respecto de ellas.
Segun la regla 1. a, luego que se reciban
y pasen los autos á la Sala, el seeretario
dará cuenta al presidente de la misma para
que este designe el ministro ponente, por
turno riguroso. El que esta sea la primera
diligencia parece tenga por objeto que di­
cho ministro dirija el procedimiento, dic­
tando los autos de sustanciacion que sean
necesarios. Me parece muy conveniente el
pensamiento de desembarazar á la Sala del
despacho ordinario de sustanciacion , sin
perjuicio de consultarla cuando el caso no
esté previsto en la ley ú ofrezca alguna
duda; pero creo seria mejor dar ese encar­
go al presidente de la Sala ó al que haga
sus veces. Este nunca deja de asistir, al
paso que el ponente dejará de hacerlo el
dia que le corresponda, PUp.s segun la or­
ganizacion que se da á dicha Sala, dos mi­
nistros quedan relevados diariamente de
asistir á ella para dedicarse al de -pache de
las ponencias. Si el dia que falte el ponen­
te de un negocio hay que dictar en él algu­
na providencia de sustanciacion, tendrá que
dilatarse para otro dia; y será mayor la di­
lacion si la falta de asistencia es por indis­
posicion en la salud. Y será además una
confusion para el secretrrio , y embarazo
para el servicio, el tener que dar cuenta de
cada negocio á su respectivo ponente. Pres­
tándose dicho servicio por el presidente de
la Sala ó el que haga S'IS veces, se salvarán
estos inconvenientes, y habrá uniformidad
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mente sin fundamento legal, como estaba
prevenido para los recursos de injusticia
notoria (1).
Es de notar tambien, que á pesar de no
modificarse el art. 1.035 de la ley de en­
juiciamiento civil, no se espera á que con­
cluya el término del emplazamiento para que
empiezen á correr los 1 D dias en que pue­
den presentarse las notas. Estos iD dias,
segun la regla 4. a, se contarán desde aquel
en que conste Ia entrada del recurso en el
registro de la Sala, lo cual no es conciliable
con la disposición de dicho artículo, que
concede á las partes 50 dias para perso­
narse en el Tribunal Supremo. Parece"
por tanto, lógico y procedente que, á no
suprimir el emplazamiento, los 1 D dias
para la presentacion de las notas no empie­
cen á correr sino después de haber espi­
rado el término del mismo.
Tampoco se dispone que se pongan los
autos de manifiesto en la secretaría á las
partes ó sus letrados, como es necesario
para que puedan instruirse á fin de formar
con acierto las notas antedichas.
A estos ineonvenientes hay que agregar
otro mas grave, cual es el de procederse
de oficio, como lo demuestra la regla �: y
lo confirma el art. 19 del mismo proyecto,
faltando al principio que rige en nuestro
procedimiento civil, sancionado por la ley
de enj uiciamiento. Si las partes no pro­
mueven la sustanciacion del recurso por­
que estén en vias de transaccion ó por otro
motivo, ¿qué razon puede justificar el que
se sigan de oficio los procedimientos, im­
pidiendo acaso un convenio amistoso que
contribuiria á la paz de las familias, v cau-­
sando costas que en último término han de
pagar los mismos interesados? Si es para
que no queden en suspenso indefinida­
mente las ejecutorias t y porque el interés
público es el principal objeto de estos re­
cursos, se salva lo uno y lo otro con la fa-
(1) El àrt. 4.° de la ley 2.a, tít. 23, lib. 11 de la NovÍ­
sima recopilacion, dictada á consulta del Consejo de 24 de
Abril de 1703, dando nueva forma al recurso de injusticia
notoria, dispone lo siguiente: « Los abogados que firmaren
las peticiones �f'� los recursos, que conforme � lo prevenido en
esta ley se admitieren en el Consejo, en inteligencia de que la
relacion de ellos es verídica, y que vienen asistidos de las cir­
cunstuncias y causas que los pueden bacer [ustiûcados, y los
que entraren á defenderlos, sean multados en la castidad que
pareciese justa á los Jueces que los determinaren, si por los
autos de ellos sc hallare lo contrario.
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cultad, que los artículos 14 y 1� del mis­
mo proyecto conceden al Ministerio fiscal,
para acusar Ia rebeldía á fin de que se de­
clare desierto el recurso cuando no se ha­
yan personado las partes, é interponerlo
despues en interés de la ley, si hay méri-
tos para ello. .
El sistema que he propuesto en el par­
rafo anterior, de interponer el recurso de
casacion ante la misma Sala de prévio exá­
men, está exento de todos los inconvenien­
tes antedichos. Si se adoptara, podria esta­
blecerse el procedimiento siguiente:
Interpuesto el recurso en la forma que
se ha hecho en el párrafo citado, se pasará
al Fiscal para que dé por escrito su dictá­
men sobre si procede, ó no, la admision.
En la misma providencia se mandará que
ante t.odo se ponga en conocimiento del
Tribunal sentenciador haber sido inter­
puesto el recurso, á fin de que siga en sus­
penso la ejecucion de la sentencia, y remi­
ta desde luego la certificacion de votos re­
servados, ó negativa en su caso. Esta cer­
tificacion se pasará tambien al Ministerio
fiscal para que Ia tenga presente al emitir
su dictámen, y se unirá á los autos. Si el
Tribunal sentenciador no recibiese dicha,
comunicacion dentro de los quince dias si­
guientes al en que espire el término seña­
lado para interponer el recurso, mandará,
á peticion de la parte interesada, que se
lleve, á efecto Ia ejecutoria.
Devueltos los autos por el Ministerio fis­
cal podrá dárseles Ia sustanciacion que es­
tablecen la reglas 6.
a
y siguientes del ar­
ticulo 3.
o del proyecto; pero sin. air á la
parte que hubiere ganado la ejecutoria,
Esta parte no debe ser oida en la Sala de
prévio exámen, como no se la oye en Fran­
cia, ni tampoco hoy entre nosotros para la
admision del recurso por el Tribunal á quà,
porque, cualquiera que sea el fallo que
aquella dicte, no le causa perjuicio en la
defensa de sus derechos. Si se declara no,
haber lugar á la admisión del recurso, que­
da firme la ejecutoria dictada en favor de
dicha parte, con 10 cual se le favorece; y si
se da lugar á la admision, entonces es cuan­
do le interesa sostener la ejecutoria y de­
fender su derecho, á cuyo fin se le da au­
diencia en la Sala de casación, entablándo­
se la verdadera contienda entre partes. Na-
•
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cion tendrá que permitir á los letrados el
que se estiendan en sus informes cuanto
crean necesario para ir examinando todas
las dichas infracciones; y la misma Sala
tendrá tambien que examinarlas y discu­
tirlas una por una, invirtiéndose en ello
mucho tiempo, y embarazándose el despa­
cho. Se evitará este grave inconveniente
espresando en tal caso aquella Sala en su
fallo las infracciones ó motivos por los cua­
les admite el recurso, y que lo desecha
por los
.
restantes, pues de este modo la
discusion y fallo en la otra Sala se limita­
rán al punto cuestionable. Por estas con­
sideraciones creo conveniente, y aun de
necesidad, el que se permita á la Sala de
calificacion la tercera fórmula de «Admiti­
do respecto á tales infraccionps (esprcsándo­
las), y no ha lugar á la admision en cuanto
á las restantes, » como propuso en su con­
sulta la Sala de gobierno, y como opina
tambien el Sr. Ortiz de Zúñiga en su arti­
culo ya citado.
Cinco días concede la regla 9.
a
á la Sala
de previo exámen para dictar su fallo. Este
plazo, además de ser insuficiente para mu­
chos casos, es ofensivo hasta cierto punto
para los Ministros que, formen dicha Sala,
los cuales serán tan dignos como todos los
que, por los méritos contraidos en su hon­
rosa y larga carrera, llegan á tan alto pues­
to, pues revela desconfianza de que sean
exactos en el cumplimiento de sus deberes.
Cuand_o no se ha fijado término al Minis­
terio fiscal para dar dictámen, ni al Minis­
tro ponente para instruirse de los autos,'
parece no puede haber otro motivo, que el
dicho de desconfianza, para señalar á la
Sala ese plazo tan angustioso de cinco dias
para el acto mas importante del ante-juicio
de que se trata.
Para comprender que es insuficiente di­
cho plazo, hasta considerar que la Sala ten­
drá que examinar una por una las leyes
que se citen como infringidas: que no pue­
de menos de concederse á cada uno de los
siete Ministros la facultad de ver por sí
mismos los autos, como tendrán que ha­
cerlo para fallar con acierto y en concien­
cia, cuando el caso sea de difícil resolución:
y que deben fundarse las sentencias en que
se deniegue la admision del recurso; y todo
ello sin ilustrar la cuestion con el debate
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die ha tachado de injusta ni de inconve­
niente la ley de Enjuiciamiento civil, por­
que no conceda audiencia á la parte con­
traria para admitir las apelaciones ó los re­
cursos de casación; lo mismo, pues, debe
suceder en el presente caso.
Llégase á lo dicho que el examen prévio
de los recursos de casacion, para conce­
derles ó negarles el pase, no es en interés
de las partes, sino de la causa, pública,
como ya se ha dicho, y por esto debe oirse
solamente al Ministerio fiscal. Además, la
Sala de calificacion, como de la Chambre
des requetes, dicen los publicistas france­
ses, no es, propiamente hablando, una
Sala contenciosa: procede mas bien admi­
nistrativamente, que como autoridad judi­
cial: .en realidad no hay ante ella juicio
contradictorio, p!leS el debate ó contienda
principia después que, admitido el recurso
por la misma, se pasa á la Bala de casa­
cion: y de aquí el que los fallos de aquella
no tengan el caracter de verdadera senten­
tia inter litigantes. ni gocen de la autori­
dad que los de esta , que son dictados en
juicio contradictorio ó con audiencia de
ambas partes. De estas circunstancias y ca­
racteres especiales se deduce tambien, que
para la calificacion de los recursos no debe
ser oida la parte que ganó la ejecutoria.
La regla 8.
a establece taxativamente dos
fórmulas precisas y concretas para los fa­
lIos de la Sala de calificacion, cuales son
las de «(Admitido.» Ó «No ha lugar á la
admision.» Con un Código civil bien orde­
nado podrian bastar estas dos fórmulas,
pues la infracción alegada se limitaria á
.uno ó dos artículos del mismo: pero en el
actual estado de nuestra legislacion me pa­
rece que son insuficientes, si el previo
exámen ha de llenar el objeto de desemba­
razar á la Sala de casacion. Raro es el re­
curso q!le se funda en la infraccion de una
sola ley ó doctrina: generalmente son mu­
chas las que se citan, hasta mas de cuarenta
en algunos, por prestarse á ello nuestra
heterogénea é incofiexa legislacion civil,
obra de doce siglos, y la foral de algunas
provincias.
Si la Sala de calificacion ha de limitarse
á declarar admitido el recurso, .cuando lo
estime debidamente fundado en alguna de
las varias infracciones alegadas, la de casa-
,
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é informe de los letrados de las partes, que
siempre sirve de poderoso ausilio para fa­
cilitar el fallo. Para todo lo dicho se nece­
sita tiempo, estudio y meditacion, casi tan­
to como para las sentencias que hoy dicta.
la Sala 1. a, y será materialmente imposible
en muchos casos hacer esos trabajos en
cinco dias, á no ser sacrificando la justicia
en aras de la celeridad. Ese plazo será mas
que suficiente cuando la cuestion no pre­
sente graves dificultades y el acuerdo sea
dando lugar á la admision del recurso,
pues entonces podrá dictarse y estenderse
el fallo acto contínuo de la vista; pero si la
cuestion es difícil, y ha de fundarse ade­
más la sentencia, no pueden bastar los cin-
co dias. .
Ya que se fije término para dictar sen­
tencia, debiera ser, en mi concepto, el de
veinte dias que concede el art. 1007 de la
.ley de Enjuiciamiento civil, ó por lo me­
nos el de quince. Como este plazo ha de
ser uno para todos Jos casos, es preciso
señalar el que sea suficiente para los mas
árduos, esperando del celo y rectitud de la
Sala que solo utilizará los días que nece­
site. Y he dicho que ese término ha de ser
, igual para todos los casos, porque, si se
fijara uno mas corto para los fallos admi­
tiendo el recurso, recultaria el grave in-­
conveniente de que, trascurrido este tér­
mino sin publicarse sentencia, la Sala que­
daria obligada á desechar el recurso, sin
poder ya rectificar su opinion, y se sabria
cual había de ser su fallo antes de darle
publicidad por los medios legales.
CAUSAS CÉLEBRES.
Delencion ilegal de D.a Juana Sagrera
(CONCLUSION .)
Considerando; que la série de indicios ap.o­
yados en la base de la completa integridad
mental de doña Juana anteriores con-comitan­
tes y subsiguientes al delito presenta un enla­
ce y concordancia natural y necesaria para
fundar sobre ella el convencimiento racional
de la intencion criminal que presidió á la eje-
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cucion del delito, sin que su fuerza haya sido
destruida por el resultado de unas probanzas
dír ig ídas á justificar las escentricídades é in­
conveniencias de doña Juana compatibles de
todo punto con el estado de sanidad mental.
Ca ns iderando: que la conducta de Pastor y
Navarra al faltar á la verdad en sus declara­
ciones, solo puede esplicarse por el concierto
prévio con los demás procesados para secun­
dar sus miras, y que baj o tal concepto de­
ben ser calificados de autores del delito de de­
tencion ilegal, ej ecu tanda un hecho sin el cual
no se hubiera verificado corno lo son Nella y
los hermanos Sagrera.. el primero, por haber
autorizado y calificado espresamente la ejeeu­
cion del delito, y los segundos, por haber to- ,
mado parte inmediata en su consumacion.
Considerando: que para llevar á cabo el de­
lito de detencion ilegal, se cometió como me­
dio necesario para llegar á este fin el de false­
dad en documento público, como lo es un es­
pediente instruido ante Ia autoridad competen­
te, faltando á la verdad en la narracion de los
hechos comprendidos en lasdeclaracicnes ju­
radas de los médicos Navarra y Pastor, � cuya
responsabilidad vienen asociados los procesa­
dos por su mala fe probada y su interés en
el hecho.
Considerando: que la detencion ilegal de
doña Juana duró veintiun días sin que pueda
favorecer á los procesados la circunstancia de
que á los diez y siete dias quedó á dísposícion
del Gobernador civil, el cual tuvo que invertir
el resto en diligencias oficiales necesarias para
asegurar el acierto en un negocio de suyo de­
liead?, y que esta detencion debe imputarse á
los procesados como consecuencia natural de
su hecho, mucho mas si se atiende á que las
reclamaciones de Nolla oponiéndose á la es­
traccion de doña Juana del Manicomio, no dejan
duda acerca de su voluntad en este particnlar.
Considerando: que la cualidad de marido
cuando con abuso de sus legítimas facultades'
incurriese en un delito definido y penado en el
código penal, no puede ser motivo de esculpa­
cion, antes bien su responsabilidad se agrava
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por punto general con la circunstancia de cón­
yuge.
Considerando: que en el hecho no concur­
ren circunstancias atenuantes y sí la agravan­
te del pa�entesco en el conyuge y hermanos
de la ofendida.
Vistos los artículos cuatrocientos cinco,
cuatrocientos seis, número primero, doscientos
veinte y seis, número cuatro, doscientos vein­
t� y siete, once y doce, setenta y siete, seten­
ta y cuatro, regla sétima, diez, circunstancia
primera, cincuenta y siete, veinte y cinco, se­
tenta y ocho y cuarenta y nueve del Código
penal, y la regla cuarenta y cinco de la ley
provisional, para la aplicacion del mismo.
Fallamos: que debemos suplir y enmendar
la sentencia de vista pronunci ada por la Sala
tercera en nueve de Marzo últi mo, por la que
condenó á D. Miguel'NoUa y Bruixet, D. Luis
y D.' Francisco Sagrera y Guix, D. Antonio
Navarra y Valentí y D. Manuel Pastor y Láza­
'ro en siete años de prision mayor á cada uno
y accesorias, y condenamos á los referido� don
Miguel Nolla y Bruixet, D. Luis Sagrera y
Guix,_U. Francisco Sagrera y Guix en veinte
años de reclusion á cada uno; á D. Antonio
Navarra y Valentí y D, Manuel Pastor r Lá­
zaro en diez y ocho años de igual reclusion
tambien á cada uno; á los cinco en la inhabili­
tacion absoluta para cargos y derechos politi­
cos y sujecion á la vigilancia de la autoridad
durante el tiempo de la respectiva condena y
otro tanto mas que empezará á contarse des­
de el cumplimiento de ella, en cinco sestas
partes de costas y gastos del juicio de la ante­
rior instancia y en todas las de estas por igua­
les partes:
y considerando el presente caso compren­
"dido en el párrafo tercero del artículo segundo
.del citado Código, acúdase al gobierno de
S. M. esponiendo lo conveniente como el mis­
. mo previene y en los términos acordados.
Para su egecuciou líbrese certificacion al
Juez inferior
y por esta nuestra sentencia definitivamente
juzgando, asi lo pronunciamos, mandamos
y firmamos.-Juan Antonio Ramirez.-Juan
Cano Manuel.-José de Soto.-Alberto San­
tias.-Francisco de Espinosa .-Relator: Cár­
los María Brú.
Publicacion.- Dada y. pronunciada fue la
sentencia que antecede por los señores firma­
dos en ella y publicada por uno de los mismos
estando haciendo audiencia pública- en la Sala
primera de la de esta ciudad de Valencia, con
mi asistencia, la del portero y alguacil, el diez
y seis de Junio de mil ochocientos sesenta y
tres, de que certifico -Antonio Casades.
Elevada la oportuna consulta segun en la
sentencia que antecede, se ordena recayó la
Real órden que dice así:
MINISTERIO DE GRACIA y JUSTICIA.
En vista de la consulta elevada por la Sala
primera de esa Audiencia con arreglo á lo dis­
puesto en el párrafo último del art. 2.
o del
Código penal, y de acuerdo con el Consejo da
Ministros, la Reina (Q. D. G.) ha tenido á bien
conmutar A D. M. NoHa, D. L. Y D. Francis­
co Sagrera, D. A. Navarra y D. M. Pastor,
las penas de 20 años de reclusion impuesta á
los tres primeros y de 18 de la misma á los
últimos, por detencion ilegal de doña J. S. en
el Manicomio de S. Roi de Llobregat, por la
de destierro en toda su estension.
De Real órden lo digo á V. S. para los efec­
tos consiguientes.
Madrid, etc.
Sr. Regente de la Audiencia de Valencia.
Por todo lo no firmado, el Secretario de la redac­
cion,
Manuel Atard.
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